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DEBIDO PROCESO JUICIO DE RESPONSABILIDAD FISCAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA. [E]n el proceso adelantado por la presunta responsabilidad fiscal contra el hoy accionante en su condición de funcionario de la Secretaría de Educación de Pereira se le brindó la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, se le notificaron todas y cada una de las decisiones y el término para actuar según el caso, se agotaron las diversas instancias que el trámite ofrece, e incluso se tuvo la oportunidad de ventilar las irregularidades en las que se asegura incurrió la primera instancia por intermedio del recurso de reposición, y si bien lo resuelto fue desfavorable a sus intereses, la actuación fue enviada a consulta ante la Dirección de Juicios Fiscales, sin que a la fecha se haya proferido una decisión de fondo en esa instancia, y una vez se resuelva, en el evento de que se mantenga la decisión adoptada en primera instancia puede acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa y pedir la suspensión de ese acto administrativo. Acorde con lo analizado en precedencia, la Sala considera que la tutela no puede ser la vía judicial apropiada para controvertir las actuaciones realizadas por ese órgano de control; por tanto, no reúne los requisitos mínimos de procedibilidad, ni tampoco se encuentran probados los elementos necesarios para considerarla viable como mecanismo transitorio. 
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Pereira, veintinueve (29) de enero de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación N° 0066
                                                    Hora: 10:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor JULIÁN OSORIO VALENCIA, frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Contraloría General de la República -Gerencia Departamental de Risaralda y Dirección de Juicios Fiscales.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea el actor en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) es Profesional Especializado de la Secretaría de Educación Municipal de Pereira desde hace varios años; (ii) hace 5 meses tiene diagnóstico de “adenocarcinoma de células claras de origen renal en estado avanzado, múltiples lesiones líticas por secundarismo generalizado, metástasis pulmonar, riñón derecho con metástasis óseas y lesiones hombro izquierdo”; (iii) a la fecha está en tratamiento con especialistas -oncología, urología, radioterapia, entre otros- por cuenta de la EPS CAFESALUD, y de igual manera con medicina alternativa, cuyo costo es asumido por él de manera particular, con el 75% del salario que recibe por encontrarse incapacitado desde el inicio de su enfermedad; (iv) la Gerencia Departamental de Risaralda de la Contraloría General de la República adelantó proceso contra varios funcionarios de la Secretaría de Educación de Pereira, por presuntamente haberse hecho un pago superior con recursos del Sistema General de Participaciones de Educación del Municipio en el contrato de prestación de servicios N°2530 de diciembre 31 de 2007, y al cual se dio apertura en octubre 25 de 2012; (v) en dicha actuación fue declarado responsable a título de culpa grave al pago de $23´026.915.oo, en forma solidaria con otro de los investigados -fallo que se encuentra en consulta en la Dirección de Juicios Fiscales -, y considera que con la misma se pone en riesgo su trabajo, su mínimo vital, su salud y su integridad física, puesto que no tiene los recursos para asumir la sanción pecuniaria impuesta, ya que no cuenta con ingresos adicionales a su salario; (vi) asegura que en dicho trámite se presentaron una serie de irregularidades que atentan contra el debido proceso, entre ellas, que inicialmente se había proferido archivo a su favor –auto de mayo 07 de 2014-, y posteriormente sin contar con nuevas pruebas o elementos, se reabrió y se dictó fallo sin responsabilidad fiscal -decisión de junio 19 de 2015-, pese a lo cual fue finalmente sancionado en el proveído antes referido; y (vii) si bien se le permitió interponer recurso de reposición frente a esa decisión, el mismo fue resuelto casi de manera inmediata en forma adversa a sus intereses, sin hacer un mayor análisis.
Con fundamento en lo anterior, solicita el amparo de las garantías que estima conculcadas, y en consecuencia, se ordene a las accionadas o a quien corresponda, revisar la observancia del debido proceso en las actuaciones administrativas proferidas dentro del proceso de responsabilidad fiscal que se adelantó en su contra, y en el término de 48 horas procedan a su adecuación.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, el juez de primera instancia corrió traslado de la misma a las accionadas, las cuales se pronunciaron en los siguientes términos:
- La Directora de Juicios Fiscales de la Contraloría General de la República indicó que no es procedente la vinculación de esa dependencia, toda vez que en la acción no se cuestiona ningún acto proferido por la misma, sino las actuaciones adelantadas por la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda dentro del proceso ordinario de responsabilidad fiscal de única instancia radicado al N° 2013-00294-1040.

Precisó que el citado trámite fue remitido a esa dirección para resolver el grado de consulta establecido en el artículo 18 de la Ley 610/00, por lo que a la fecha no existe un fallo en firme contra el accionante, ya que no se ha proferido ninguna decisión en esa dependencia.

-La Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda de la Contraloría General de la República indicó que la acción de tutela no es la vía idónea para ventilar las inconformidades del accionante, ya que en atención a su carácter subsidiario y residual no puede reemplazar el trámite que debe adelantarse ante la respectiva jurisdicción ordinaria, y en este caso el accionante puede controvertir el proceso de responsabilidad fiscal por inobservancia de los preceptos y lineamientos legales ante la jurisdicción contencioso administrativa. 

De acuerdo con lo dispuesto por la Corte Constitucional la acción de tutela solo sería procedente ante un evento de esta naturaleza, ante la ineficacia de un mecanismo idóneo para evitar la violación irreparable de un derecho fundamental, o por la adopción de instrumentos o procedimientos que violen de manera contundente el debido proceso, denominados como vía de hecho, lo cual en este evento no se ha presentado.

Indicó que el proceso adelantado contra el hoy actor, en auto mixto de mayo 07 de 2014 se archivó la investigación en su contra y se imputaron cargos a otros vinculados, y si bien es cierto en su momento se consideró que no le asistía responsabilidad fiscal al señor JULIÁN OSORIO VALENCIA, dicha providencia estaba sometida al grado de consulta por la Dirección de Juicios Fiscales, conforme lo consagrado en el artículo 18 de la Ley 610/00.

Señaló que luego de dicha revisión, mediante proveído de septiembre 22 de 2014 se revocó el archivo,  por lo que el proceso quedó en la etapa inicial, lo que conllevó a que posteriormente se le imputaran cargos en auto de octubre 06 de 2014, y se dictara fallo mixto de junio 19 de 2015; sin embargo, el mismo fue anulado de oficio desde la imputación de cargos en razón a lo argumentado en recurso de reposición por uno de los apoderados de los investigados, al asistirle razón en cuanto a que se habían presentado irregularidades que afectaban el debido proceso de su representado.
Contra la última de las citadas decisiones también debía surtirse el grado de consulta, no solo frente a su exoneración sino respecto de todos los exonerados de responsabilidad, por lo que no se podía hablar de cosa juzgada, y por ello con posterioridad nuevamente se profirió imputación de cargos en contra el aquí accionante en auto de julio 10 de 2017, y se ratificó esa determinación en fallo con responsabilidad fiscal N° 004 de septiembre 15 de 2017.

Si bien es cierto que se presentaron las citadas irregularidades, como puede ocurrir en cualquier proceso judicial, administrativo, disciplinario, entre otros, las mismas fueron saneadas precisamente en aras de garantizar derechos constitucionales como el debido proceso y defensa de todos los vinculados a la actuación.

En esas circunstancias, no es cierto que se hayan afectado los derechos del actor, ya que el que no se acogieran los argumentos presentados por él con el propósito de ser exonerado, no constituye violación alguna, máxime que las decisiones adoptadas obedecen a las interpretaciones, valoraciones y análisis tanto del acervo probatorio como de la normativa aplicable en materia de responsabilidad fiscal.

No obstante que el recurso de reposición interpuesto contra el fallo proferido en septiembre 15 de 2017 fue resuelto al día siguiente de ser recibido, ello tampoco constituye un atentado contra las garantías fundamentales, ya que se hizo dentro del término de ley, y en dicha providencia se reiteraron las consideraciones que ya se habían sostenido, con lo cuales no se encuentra conforme el señor OSORIO VALENCIA.
Refiere que contra esta última decisión procedía la consulta, por lo que el proceso fue remitido a la Dirección de Juicios Fiscales, dependencia que en segunda instancia tomará la decisión que en derecho corresponda, que podrá ser demandada por los responsables fiscales en acción de nulidad y restablecimiento del derecho.

Concluyó que se opone a las pretensiones de la demanda, por no ser la tutela la vía idónea para juzgar actos administrativos, y pide se declare improcedente el amparo invocado.

3.2.- Dentro del término constitucional y legal (octubre 1 de 2017) el despacho profirió fallo en el cual negó el amparo deprecado, por cuanto el accionante cuenta con mecanismo legales para ventilar el asunto que pone en consideración del juez constitucional, y no se demostró la ocurrencia de un perjuicio irremediable que haga procedente el amparo de manera transitoria.

4.- IMPUGNACIÓN

El señor JULIÁN OSORIO VALENCIA al momento de ser notificado de la determinación adoptada en primera instancia, escribió al lado de su firma la palabra “apelo”, sin embargo no presentó ningún escrito dentro del término legal para sustentar su inconformidad.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema planteado
Se contrae a establecer el grado de acierto o desacierto de la determinación de primera instancia, por medio de la cual se negó la acción impetrada por el señor JULIÁN OSORIO VALENCIA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con las manifestaciones realizadas por el actor en el escrito de tutela, entiende esta Sala que su solicitud está direccionada básicamente a que por esta vía se disponga la revisión del proceso de responsabilidad fiscal adelantado por la Gerencia Departamental de Risaralda de la Contraloría General de Risaralda contra varios funcionarios de la Secretaría de Educación de Pereira, por presuntamente haberse hecho un pago superior con recursos del Sistema General de Participaciones de Educación del Municipio en el contrato de prestación de servicios N°2530 de diciembre 31 de 2007, al que se dio apertura en octubre 25 de 2012 , y dentro del cual fue sancionado mediante decisión de septiembre 15 de 2017.
Asegura que en dicha actuación se presentaron una serie de irregularidades que atentan contra el debido proceso, entre ellas, que inicialmente se había proferido archivo a su favor –auto de mayo 07 de 2014-, y posteriormente sin contar con nuevas pruebas o elementos, se reabrió y se dictó fallo sin responsabilidad fiscal -decisión de junio 19 de 2015-, pese a lo cual fue finalmente sancionado en el proveído antes referido.
El artículo 86 de la Constitución Política estableció la acción de tutela como un trámite preferente y sumario para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos estuvieran siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que sólo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

De conformidad con lo anterior, en el caso concreto se deberá demostrar que en realidad la situación es tan apremiante que no existe otra forma diferente de salvaguardar el derecho que se pretende proteger; es decir, que la tutela no puede utilizarse como excusa para evadir o reemplazar los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley
, todo ello con el fin de preservar el espíritu excepcional de la acción de tutela.

En igual sentido la jurisprudencia del máximo órgano en materia constitucional ha determinado que este mecanismo constitucional en principio resulta improcedente para controvertir un acto administrativo por cuanto para ello debe acudirse a la jurisdicción contencioso administrativa, a no ser que los medios ordinarios resulten ineficaces o se esté ante la posibilidad de la ocurrencia de un perjuicio irremediable, eventos en los cuales si es viable buscar la protección de los derechos que se estiman vulnerados por intermedio de la acción de tutela
.  

Concretamente en lo que tiene que ver con los procesos de responsabilidad la citada Corporación ha indicado
 que si bien se reconoce de manera reiterada el deber constitucional por parte de la Contraloría General de la República, así como de las contralorías municipales y departamentales de respetar y garantizar el debido proceso del imputado en un juicio de responsabilidad fiscal, la protección de los derechos fundamentales que se consideren desconocidos en el marco de un proceso de esta naturaleza, debe ser perseguida mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, mecanismo idóneo y eficaz para tal fin, más aún si se tiene en cuenta que en esa instancia se puede solicitar y obtener la suspensión provisional de ciertos actos administrativos desde el momento mismo de la admisión de la demanda.

De igual forma ha sostenido que existe una consolidada línea jurisprudencial en relación con la improcedencia de la acción de tutela contra decisiones adoptadas por órganos de control, pues la sola imposición de una sanción de la Procuraduría o la declaratoria de responsabilidad fiscal por la Contraloría, no implica per se la existencia de un perjuicio irremediable, razón por la cual las presuntas irregularidades que se cometan dentro de estos procesos las debe conocer la jurisdicción contencioso administrativa.

En esas condiciones, es claro que el juez constitucional no puede reemplazar a aquél en quien legalmente recae la jurisdicción y la competencia para que le sean presentadas controversias como la que aquí se pretende en donde se cuestiona la forma como se adelantó el proceso de responsabilidad fiscal y los fundamentos de la decisión adversa al actor en dicho trámite.

Los reclamos que plantea el señor OSORIO VALENCIA deben ser ventilados ante la jurisdicción contenciosa administrativa, por cuanto se debe tener presente que este mecanismo constitucional es un instrumento de naturaleza residual, dado que el escenario natural de protección de los derechos fundamentales es el trámite ordinario señalado por la ley, lo que significa que el primer funcionario en quien recae la responsabilidad de hacerlos efectivos es el juez natural de conformidad con lo que es objeto de demanda. 

No obstante lo anterior, el Tribunal no advierte en el caso sometido a estudio la vulneración de las garantías fundamentales a las que aquí se alude, la existencia de un perjuicio irremediable -ya que la mera declaratoria de responsabilidad fiscal no puede tenerse como tal, máxime que no se trata de una sanción sino de una decisión resarcitoria a favor de la administración- ni la necesidad de obviar los procedimientos propios que deben adelantarse cuando el motivo de la supuesta vulneración obedece a la actuación adelantada dentro del proceso de responsabilidad fiscal tramitado contra el aquí accionante por la Contraloría Departamental de Risaralda, el cual incluso aún no se ha finiquitado porque está pendiente la decisión que en sede de consulta adopte la Dirección de Juicios Fiscales de la entidad.
De lo dado a conocer en esta actuación tanto por el actor como por las partes vinculadas, se observa que en el proceso adelantado por la presunta responsabilidad fiscal contra el hoy accionante en su condición de funcionario de la Secretaría de Educación de Pereira se le brindó la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, se le notificaron todas y cada una de las decisiones y el término para actuar según el caso, se agotaron las diversas instancias que el trámite ofrece, e incluso se tuvo la oportunidad de ventilar las irregularidades en las que se asegura incurrió la primera instancia por intermedio del recurso de reposición, y si bien lo resuelto fue desfavorable a sus intereses, la actuación fue enviada a consulta ante la Dirección de Juicios Fiscales, sin que a la fecha se haya proferido una decisión de fondo en esa instancia, y una vez se resuelva, en el evento de que se mantenga la decisión adoptada en primera instancia puede acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa y pedir la suspensión de ese acto administrativo.
Acorde con lo analizado en precedencia, la Sala considera que la tutela no puede ser la vía judicial apropiada para controvertir las actuaciones realizadas por ese órgano de control; por tanto, no reúne los requisitos mínimos de procedibilidad, ni tampoco se encuentran probados los elementos necesarios para considerarla viable como mecanismo transitorio. 

Acorde con lo anterior, se confirmará el fallo objeto de recurso. 

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
�Sentencia T-629/08


�Sentencia SU-484/08.	 


� Sentencia T-338/10


� Ver Sentencia T-151/13.
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